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SUMARIO: En la presente ponencia pretendemos reflejar el estado actual en la 
provincia de Neuquén del ejercicio de poder de policía agroalimentario y de sanidad 
animal, que en importante medida se superponen.  Habida cuenta que en esta provincia, 
al igual que en el resto de las provincias argentinas, el problema básico consiste en la 
determinación de las competencias que detenta frente al Estado Nacional para regular y 
ejercer el poder de policía sanitario, se ha estructurado la presente desarrollando 
sintéticamente en primer lugar la evolución histórica y estado actual del sistema 
normativo nacional y provincial en la materia, y a continuación los conflictos  existentes 
a la fecha en la provincia,  que –a la vez- implican desafíos para la posible 
reformulación del sistema. 
 
1.- La evolución del sistema normativo nacional en materia bromatológica y de 
sanidad animal . Su aplicación por parte de las autoridades provinciales. Si bien el 
régimen del derecho alimentario 1  y del control de la sanidad animal y vegetal en 
principio constituyen materias diferentes, en la Republica Argentina ambos están unidos 
por el mismo debate respecto a la competencia constitucional para su dictado y por la 
importante intersección entre ambos  relacionada con  la comercialización de productos 
1 Siguiendo a NUÑEZ SANTIAGO, Beatriz  entendemos por “derecho alimentario” al “sistema de principios y 
normativas que regulan las relaciones que derivan de las actividades comprendidas desde la producción hasta el 
consumo de alimentos para el ser humano, a fin de proteger la salud del consumidor de alimentos, productos 
alimenticios y alimentarios y la buena fe en las transacciones comerciales sobre ellos”, cfr.  NUÑEZ SANTIAGO, 
Beatriz, “Políticas publicas y derecho alimentario. Del GATT a la OMC en Latinoamérica y el Caribe”, Ciudad 
Argentina, Buenos Aires 1998, Pág. 33. Según la autora, el derecho alimentario integraría el derecho publico y en 
particular se imbricaría en el régimen de poder de policía fundamentalmente de protección de la salud del consumidor 
–pág. 38. Por nuestra parte, conceptualizamos al “derecho agroalimentario” como el sector del derecho alimentario 
relacionado con productos de origen agrario. Para profundizar sobre la naturaleza del derecho alimentario y su 
relación con el derecho agrario, ver PASTORINO, Leonardo Fabio, “Del Código Alimentario, el derecho alimentario 
y el ninguneado federalismo argentino”, Revista Jurisprudencia Argentina 2009-3 
                                                        
o subproductos cárnicos o vegetales para la alimentación, en donde los dos sectores se 
entrelazan, a punto tal que la evolución normativa argentina ha llevado a que el control 
de los productos y subproductos cárnicos  y vegetales para alimentación esté atribuido 
al mismo órgano que controla la sanidad animal y vegetal.2 
El derecho alimentario. Si bien a nivel mundial existe desde 1963 una consolidación 
normativa de carácter técnica elaborada en el ámbito de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura y la Alimentación –FAO- y de la Organización Mundial de 
la Salud –OMS-  que se denomina Codex Alimentarius3, en la Republica Argentina los 
complejos contenidos técnicos de sanidad y calidad bromatológica han adquirido fuerza 
normativa  nacional a partir de la sanción de la ley nacional 182844. Antes de la sanción 
de esta ley, los reglamentos bromatológicos e higiénico-sanitarios que existían eran de 
jurisdicción local5, entendiéndose que se referían  a medidas de salubridad no delegada 
por las provincias al dictarse nuestra Constitución Nacional. 
Sin perjuicio de la discusión de la competencia del Congreso Nacional para legislar en 
esta materia, este órgano no solo sancionó el Código Alimentario con aplicación para 
toda la Nación, sino que incluso considerando el denso contenido técnico de la materia, 
entendió apropiado delegar en el Poder Ejecutivo Nacional la consolidación del sistema 
normativo específicamente técnico, tanto  mediante el ordenamiento del sistema 
previamente existente a nivel nacional como mediante la continua actualización del 
mismo cuando razones técnicas así lo hicieran necesario o conveniente. 
 
2 Conforme a los artículos 1, 3 y 12  del Decreto 815/99,  el Sistema Nacional de Control de Alimentos que tiene por 
objeto asegurar el fiel cumplimiento del Código Alimentario Argentino está integrado por la Comisión Nacional de 
Alimentos, el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) y la Administración Nacional de 
Alimentos, Medicamentos y Tecnología (ANMAT), quedando atribuido en particular al SENASA ejecutar la política 
en materia de sanidad animal y vegetal y asegurar el cumplimiento del Código Alimentario Argentino respecto de los 
productos enumerados en los Anexos I  -carnes y productos cárneos-  y II –vegetales frescos, refrigerados y 
congelados- del decreto. Ello ha sido afianzado con la sanción de la ley 27.233 al redefinir las funciones del 
SENASA. 
3 Estrictamente,  en el lenguaje  habitual se denomina Codex Alimentarius tanto al sistema normativo técnico que se 
fue generando en el ámbito de la FAO y la OMS como a la Comisión del Codex Alimentarius creada para poner en 
práctica dichas normas. Para profundizar al respecto, cfr. GUAJARDO, Carlos A., “Código Alimentario Argentino. 
Su valoración jurídica”, Ed Jurídicas Cuyo, 1998, pág. 31 y sgtes 
4 Sancionada el 18 de julio de 1969 y publicada en  el Boletín Oficial el 28 de julio de 1969 
5 Los antecedentes existentes antes de la sanción de la ley nacional 18284 y que sirvieron de base para el mismo son 
el Reglamento Alimentario aprobado por Decreto 141/53 para la Ciudad de Buenos Aires y los territorios nacionales, 
el Reglamento Alimentario Municipal de la Ciudad de Santa Fe de 1932 , el Código Bromatológico de la Provincia 
de Santa Fe de 1941 –aprobado por Ley Provincial 2998- y la Ley de Creación del Instituto Bromatológico de 
Santiago del Estero de 1949 –aprobado por Ley 2054-. Como se observa, se entendía con amplitud que la 
competencia para dictar las normas bromatológicas era de las provincias a tenor de la norma constitucional que 
actualmente se encuentra en el art 121 de la Constitución Nacional, con excepción del período en que rigió la 
Constitución de 1949, cuyo artículo 68 inciso 11 atribuía al Congreso Nacional la potestad de dictar el Código 
Sanitario. Para profundizar al respecto, cfr. GUAJARDO, Carlos A., “Código Alimentario Argentino. Su valoración 
jurídica”, Ed Jurídicas Cuyo, 1998, pág. 67 y sgtes 
                                                        
En virtud de este criterio, es que el artículo 1 de la ley 18284 declara vigentes en todo el 
territorio de la República con la denominación de Código Alimentario Argentino, las 
disposiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas y de identificación comercial del 
Reglamento Alimentario aprobado por Decreto N° 141/53, con sus normas 
modificatorias y complementarias, debiendo el  Poder Ejecutivo Nacional ordenar el 
texto de dichas normas con anterioridad a la reglamentación de la ley. Por su parte, el 
art 20 agrega que el Poder Ejecutivo Nacional mantendrá actualizadas las normas 
técnicas del Código Alimentario Argentino resolviendo las modificaciones que resulte 
necesario introducirle para mantener su permanente adecuación a los adelantos que se 
produzcan en la materia. 
Dicha consolidación fue originalmente aprobada como Anexo I del Decreto 2126/71 y 
luego permanentemente actualizada, constando a la fecha de 1417 artículos distribuidos 
en capítulos que regulan distintas materias tales como condiciones de las fábricas y 
comercios de alimentos, de los productos alimenticios, de los utensilios, recipientes, 
envases y accesorios, de la rotulación y requerimientos sanitarios y de calidad de 
distintos alimentos en particular como cárneos, lácteos, farináceos, etc. Lo expuesto ha 
llevado a que en la práctica de control bromatológico se utilice el término Código 
Alimentario Argentino en sentido genérico para referirse a la ley 18284 –que sólo 
consta de 22 artículos- y  en sentido estricto  para aludir al Anexo I del decreto 2126/71 
que consolida el anterior sistema normativo aludido en 1417 artículos. 
Una particularidad relevante de este sistema es que, producto de los debates respecto a 
la potestad de la Nación o de las provincias para regular la materia, y en aplicación del 
principio previsto en el actual art 128 CN, optó por entender competente a la Nación 
para su dictado, y a las Provincias como agentes naturales de su aplicación, postulando 
así el art 2 de la ley 18284 que esta ley y sus disposiciones reglamentarias se aplicarán y 
harán cumplir por las autoridades sanitarias nacionales, provinciales o de la 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires en sus respectivas jurisdicciones, sin 
perjuicio de que  la autoridad sanitaria nacional podrá concurrir para hacer cumplir 
dichas normas en cualquier parte del país. Esto permitió que las provincias continuaran 
ejerciendo el poder de policía bromatológico, bien que  intentando ajustarse a un criterio 
técnico uniformado en toda la Nación. 
El poder de policía sanitario animal. Por su parte, la evolución del régimen jurídico 
de la sanidad animal –tanto en lo referente a los animales en pie como a productos o 
subproductos cárnicos- siguió un camino analogable. En efecto, ya en el año 1900 la 
Nación sancionó la ley 39596 que, teniendo por finalidad  defender los ganados de la 
propagación de enfermedades exóticas contagiosas y epizootías, estableció una serie de 
medidas de obligatoria aplicación en el ámbito federal y en las provincias. Si bien su 
ámbito  de aplicación a tenor del articulo 2 era básicamente el territorio de jurisdicción 
federal y el ganado sujeto al transito interjurisdiccional, el mismo artículo aclaraba que 
también se aplicaría en todos los casos en que los Gobiernos de Provincias soliciten su 
acción dentro de los límites de su respectiva jurisdicción, o cuando  se trate de 
enfermedades contagiosas extendidas a más de una provincia o que, aunque reveladas 
en una sola, asuman carácter epizoótico y ofrezcan el peligro de propagarse fuera de 
ella. Esta ultima hipótesis implicaba la asunción de competencias del Estado Nacional 
aun cuando la enfermedad se hubiera revelado dentro de un solo territorio provincial, y 
ante la mera posibilidad de propagación. En sus artículos 2 y 10, al igual que el Código 
Alimentario Argentino sancionado setenta años después, preveía que los Gobernadores 
de Provincia deberán contribuir a la aplicación de esta ley en su territorio provincial, sin 
perjuicio de que el Poder Ejecutivo Nacional pueda valerse de su personal propio a tales 
fines, debiendo cada Provincia ajustar su reglamentación interna a esta normativa 
nacional. 
En el año 1968, invocando el carácter de decreto reglamentario de la ley nacional 3959 
se sanciono el Decreto 4238/687, por el que se aprobó el Reglamento de Inspección de 
Productos, Subproductos y derivados de origen animal, y que –del mismo modo que el 
Reglamento aprobado en el Anexo I del Decreto 2126/71 respecto a la materia 
agroalimentaria en general- constituye aquí el sistema normativo técnico de cotidiana 
aplicación en materia de control bromatológico de productos y subproductos cárnicos 
por parte del SENASA. 
La consolidación de funciones en el SENASA tanto de poder de policía de la sanidad 
animal y vegetal, como agroalimentaria, concluyó con la reciente sanción de la ley 
nacional 27233 8 , que amplía las competencias del organismo incluyendo las 
6 Sancionada el 05 de octubre de 1900, y que aun se mantiene vigente. Tal como sostiene PASTORINO, Leonardo 
Fabio en “Del Codigo Alimentario…”, op cit, el debate que se generó al discutirse la sanción de la ley nacional 3959 
concentra ya todos los argumentos que luego se fueron sucediendo a favor y en contra de las potestades de la Nacion 
para regular la materia de sanidad animal. 
7 Sancionado el 19 de julio de 1968 y publicada en el Boletín Oficial el 26 de agosto de 1968. 
8 Sancionada el 26 de noviembre de 2015  y publicada en el Boletín Oficial el 04 de enero de 2016 
                                                        
alimentarias de origen agrario, y declarando de “interés nacional”  la sanidad animal y 
vegetal y el control de la calidad e inocuidad de los alimentos.9  
Por ultimo, por su importancia para las provincias patagónicas en general y Neuquén en 
particular, cabe considerar la sanción de la ley  nacional 2430510 que crea el Programa 
Nacional de lucha contra la aftosa, imponiendo al SENASA como autoridad de 
aplicación, y facultándolo, entre otras atribuciones, para establecer los requisitos 
técnicos especiales a ser observados en el movimiento de hacienda, productos y 
subproductos de origen animal, y a establecer zonas y fronteras epidemiológicas, dentro 
de las cuales se aplicarán medidas técnicas especiales de lucha contra la fiebre aftosa. 
Con las facultades derivadas de la ley nacional 24305, por resolución 58/2001 11 
SENASA  declaró a la provincia de Neuquén como  zona libre de aftosa sin vacunación 
en tanto se encontraba incluida en su totalidad en la región PATAGONIA NORTE B 
del anexo II de dicha resolución. Dicho sistema, entre otras medidas,  prohibía el 
ingreso de carne de cerdo fresca y sus subproductos a dicha zona desde ninguna otra. 
Luego, por resolución SENASA 626/201612, bajo el entendimiento de que no existiría 
riesgo sanitario si se ingresaba carne de cerdo fresca sin hueso desde la zona libre de 
aftosa con vacunación a la zona PATAGONIA NORTE B –donde se encuentra la 
Provincia de Neuquén- declarada libres de aftosa sin vacunación, se habilitó el ingreso 
de carne de cerdo fresco deshuesada; lo que ocasionó un fuerte impacto en el sector 
porcino, como se indicará más adelante. 
 
2.- La evolución normativa en la provincia de Neuquén en materia de sanidad 
animal y control bromatológico. La Constitución de la Provincia de Neuquén, no 
obstante la reforma de que fue objeto en el año 2006, mantiene en la materia los mismos 
contenidos que en su original texto de 1957, estableciendo –en síntesis- que corresponde 
a la Legislatura Provincial dictar el Código Bromatológico, a los municipios dictar las 
normas sobre faena local de animales y salubridad local, y a las asociaciones de 
productores ejercer el control de la producción y comercialización de productos 
agropecuarios.13 Sin embargo, dicha distribución competencial no ha sido aplicada por 
9 Para  profundizar respecto a la ley nacional 27233 cfr. DE BIANCHETTI, Alba Esther, “ Enfoques actuales en 
materia de sanidad animal  vegetal”, en “Temas de derecho agrario. XI Encuentro de Colegios de Abogados” –
Compilado por FACCIANO, Luis y POWELL, Candela-, Ed. Colegio Abogados de Rosario, 2016 
10 Sancionada el 15 de diciembre de 1993 y publicada en el Boletín Oficial el 12 de enero de 1994 
11 Sancionada el 24 de mayo de 2001 y publicada en el Boletín Oficial el 30 de mayo de 2001 
12 Sancionada el 02 de noviembre de 2016   y publicada en el Boletín Oficial el 07 de noviembre de 2016 
13  Las normas de la Constitución Provincial aludidas textualmente indican:  
                                                        
los poderes constituidos, sino que  por el contrario, a través del Decreto Provincial Nro. 
1721/72, la Subsecretaría de Salud dependiente del Ministerio de Salud de la Provincia 
del Neuquén, fue  designada autoridad sanitaria de aplicación de la Ley 18.284 – 
Código Alimentario Argentino; y muy posteriormente mediante Decreto 1751/97 se 
creó una Unidad de Gestión Provincial responsable del Control de Ingreso de Productos 
Alimenticios, con la finalidad de unificar el accionar de los distintos municipios 
situados en los puntos de ingreso a la Provincia que fiscalizaban los productos al 
momento de la entrada al territorio provincial, cobrando una tasa por ello. 
Posteriormente ambas funciones se unificaron en el año 2011 mediante la sanción de la  
ley provincial 2766 14, que  creó la entidad autárquica CIPPA –Control de Ingreso 
Provincial de Productos Alimenticios-, generándose así la primer ley que establecía un 
régimen de control bromatológico en la Provincia y cuya competencia  se extendía a la 
aplicación tanto del código alimentario argentino como al sistema de sanidad animal. 15 
“Art. 86. - El almacenamiento, transporte, comercialización e industrialización de la producción agropecuaria 
deberán ser controlados por la Asociación de Productores. 
Art. 189. - Corresponde a la Cámara de Diputados: 
(…)Dictar los códigos de aguas, rural, de faltas, de procedimientos, fiscal y bromatológico 
Art. 273. - Son atribuciones comunes a todos los municipios, con arreglo a sus cartas y leyes orgánicas: Las de su 
propia organización legal y libre funcionamiento económico, administrativo y electoral; las referentes a su plan 
edilicio, apertura, construcción y mantenimiento de calles, plazas, parques y paseos; nivelación y desagües, uso de 
calles y del subsuelo, tránsito y vialidad; transportes y comunicaciones urbanas, edificación y construcciones; 
servicios públicos locales; matanza, mercados, ferias populares y abasto; higiene; cementerios; salud pública; 
moralidad y costumbres; recreos; espectáculos públicos y comodidad; estética; organización de servicios fúnebres; y, 
en general, todas las de fomento o interés local.” 
 
14  Sancionada el 25 de agosto de 2011 y publicada en el Boletín Oficial Provincial el 16 de septiembre de 2011 
15 Conforme al articulo 3 de la norma “ El CIPPA tiene por objeto ser la autoridad de aplicación -en la Provincia- de 
las Leyes nacionales 18.284 -Código Alimentario Argentino-; 22.375 -Ley Federal de Carnes-; 22.802 -Lealtad 
Comercial-; 20.680 -Abastecimiento-, y de toda otra que en el futuro las sustituyan o complementen; realizar el control 
sanitario, bromatológico e impositivo de todas las materias primas con destino a la elaboración de alimentos para 
consumo humano provenientes de otras jurisdicciones, así como de los productos alimenticios que ingresen, circulen y 
se expendan en la Provincia; realizar actividades docentes o de capacitación vinculadas con la inocuidad, calidad y 
sanidad de los alimentos; administrar laboratorios de análisis de materias primas, productos alimenticios, material de 
propagación y de suelos; realizar todo tipo de actividad vinculada con la inocuidad y calidad de alimentos que 
ingresen, circulen y se expidan en la Provincia, pudiendo realizar controles, inspecciones y cuantos más actos 
contribuyan a la concreción de su objeto”. Agregando luego el artículo 4 que “El CIPPA tiene plena capacidad 
jurídica para realizar actos, contratos y operaciones relacionadas, directa o indirectamente, con las siguientes 
funciones: 
a) Habilitar en los puntos de ingreso a la Provincia los puestos de control necesarios a efectos de dar 
acabado cumplimiento a lo establecido en el artículo precedente. 
b) Investigar y sancionar, mediante procedimiento sumario, las presuntas infracciones a las leyes puestas 
bajo su competencia, detectadas en los controles que al efecto se realicen. 
c) Impedir el ingreso a la Provincia de productos provenientes de otras jurisdicciones por lugares no 
habilitados, pudiendo -por sí o por terceros- inspeccionar depósitos, cámaras frigoríficas y otros lugares de acopio 
y/o distribución de mercaderías. 
d) Llevar un registro actualizado de ingresos en el que se dejará constancia de los mismos, detallando en 
forma clara todos los datos que las reglamentaciones que se dicten soliciten, a fin de contar con un preciso 
relevamiento estadístico de la información obtenida en cada puesto de control. 
e) Suscribir convenios y demás acuerdos con los organismos públicos municipales, provinciales, nacionales; 
así como con personas físicas o jurídicas, necesarios para el mejor cumplimiento de sus funciones.” 
 
                                                                                                                                                                  
Resulta relevante destacar que la dirección y administración del CIPPA estará a cargo de un Directorio constituido por un director en representación del Ministerio de Desarrollo Territorial, quien ejercerá la Presidencia del Directorio, un director en representación del Ministerio de Salud, un director en representación de la Dirección Provincial de Rentas, un director en representación de la Policía de la Provincia del Neuquén, un director en representación de la organización gremial que nuclee a los trabajadores del CIPPA y un director por cada municipio en cuyo ejido se encuentre habilitado un punto de ingreso,  quedando así representados en el organismo los distintos intereses territoriales y sectoriales involucrados, con excepción del sector privado. En el concreto ejercicio de sus competencias, el organismo aplica el Código Alimentario Argentino – Ley 181284 y Anexo I del Decreto Nacional 2124/71- y el Reglamento Nacional de Inspección de Productos Cárneos –Decreto Nacional 4238/1968- mediante controles efectuados en los medios de transporte en los puntos de ingreso del territorio provincial, imponiendo las sanciones previstas en el sistema nacional. Además de ello, en uso de las competencias conferidas por la ley nacional 22375 y el Decreto Nacional 4238/68, el CIPPA habilita los mataderos destinados a la faena de productos que serán comercializados solo en el territorio provincial –denominados Mataderos tipo B, mataderos tipo C y mataderos rurales, siendo los mataderos tipo A habilitados por el SENASA-, controla posteriormente su actuación, y aplica sanciones de clausura en caso de incumplimiento.16  
16 Conforme al Capitulo I, art I.1.30 del Decreto Nacional 4238/1968  “a) Se entiende matadero-frigorífico tipo "A" a 
la planta industrial definida en 1.1.30 del presente reglamento. Su habilitación corresponde al Servicio Nacional de 
Sanidad Animal e incluye el tráfico federal y exportación de los productos y subproductos derivados de la faena y las 
carnes industrializadas. La limitación de faena quedará establecida según el régimen de animal/hora determinado en 
el punto 2.2.28 del presente reglamento.  b) Se entiende por matadero-frigorífico de tipo "B" al establecimiento 
autorizado para faenar bovinos, ovinos, porcinos y/o caprinos, en número diario máximo de ciento cincuenta (150) 
bovinos, cien (100) porcinos y trescientos (300) ovinos y/o caprinos. Las carnes y menudencias de los animales 
faenados en estos establecimientos deberán expenderse y consumirse, exclusivamente dentro del territorio de la 
Provincia en la que están establecidos.  c) Se entiende por matadero-frigorífico de tipo "C" al establecimiento 
autorizado para faenar bovinos, porcinos, ovinos y/o caprinos en número diario máximo de ochenta (80) bovinos, 
cincuenta (50) porcinos y ciento sesenta (160) ovinos y/o caprinos. Las carnes y menudencias de los animales 
faenados en éstos establecimientos deberán expenderse y consumirse exclusivamente dentro del territorio de la 
Provincia donde están establecidos. Los establecimientos tipo B y C podrán solicitar la habilitación del Servicio 
Nacional de Sanidad Animal para poder realizar el tráfico federal previa verificación de las condiciones de 
construcción operativas y administrativas que establezca dicho Servicio para satisfacer los requisitos mínimos que 
exija dicho tráfico federal.  d) Se entiende por matadero rural al establecimiento autorizado para faenar bovinos, 
ovinos y/o caprinos en número diario máximo de quince (15) bovinos y treinta (30) ovinos y/o caprinos. Las carnes y 
menudencias de los animales faenados en éstos establecimientos deberán expedirse y consumirse exclusivamente 
dentro de la localidad para la que expresamente fuese autorizado. Serán habilitados excepcionalmente cuando razones 
de abastecimiento lo justifiquen.” 
 
                                                        
3.- Actuales conflictos judiciales en la Provincia de Neuquén en materia 
agroalimentaria. Como se observa, la Provincia de Neuquén no ha sancionado un 
régimen normativo alternativo al nacional en la materia –como lo habilitaría su 
Constitución Provincial-, limitándose a regular el modo de aplicación de la normativa 
nacional que, por imperio de ésta misma, debía ser aplicada por las provincias dentro de 
su jurisdicción territorial. 
No obstante ello, y aun cuando no debieran presentarse dificultades como las que se 
generaron cuando la Provincia de Buenos Aires, en virtud de su propio sistema 
normativo, pretendió requerir a establecimientos provinciales una registración adicional 
a la requerida por el SENASA, y que fuera resuelto por la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación in re  “Molinos Río de la Plata contra Pcia de Buenos Aires” el  10 de febrero 
de 200917, igualmente se han presentado reclamos de comercializadores agropecuarios 
contra el sistema provincial. 
Sin embargo, en estos casos el planteo de los comercializadores finca en considerar 
inconstitucional el hecho de que el control de las autoridades provinciales se realizara 
en el ingreso de la Provincia, actuando como una especie de barrera aduanera interna, 
violando así la pretensión de mercado único pergeñada en la Constitución Nacional, y 
particularmente en el artículo 9 y concordantes de la misma. 
Así enmarcado el debate no se cuestiona por ninguna de las partes la  competencia de la 
Nación para dictar el Código Alimentario Argentino y las normas de sanidad animal y 
vegetal, sino que  se sostiene que la atribución conferida por el mismo sistema 
normativo nacional a las provincias para aplicar esas normas en la jurisdicción 
provincial es ejercida irregularmente, pues se utilizaría para crear una especie de barrera 
interna. El conflicto ha sido planteado en las causas “Sucesores de Williner SA c/ 
Provincia de Neuquén” y “Arcor SA c/ Provincia de Neuquén” ante la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación18,  habiendo obtenido los actores en ambas causas una medida 
cautelar por la cual se ordena a la Provincia que se abstenga de ejercer el control 
bromatológico y sanitario sobre los productos elaborados por ellos, hasta tanto se emita 
sentencia firme. A los efectos de la concesión de la medida cautelar, sostuvo 
lacónicamente la Corte en el primer caso enunciado que “ello es así, en tanto la 
17 El fallo ha sido comentado por PASTORINO, Leonardo Fabio en “Del Codigo Alimentario…” op cit, remarcando 
el hecho de que la CSJN ha resuelto el caso utilizando un criterio de interpretación infraconstitucional y 
ponderandolos aspectos prácticos del funcionamiento del sistema agroalimentario. 
18 “Sucesores de  Alfredo Williner SA c/ Neuquén, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, 03 de mayo de 
2016 y “Arcor SA c/ Neuquén, Provincia de s/ acción declarativa de certeza”, 20 de septiembre de 2016 
                                                        
Provincia del Neuquén pretende realizar inspecciones sanitarias sobre determinados 
productos por el hecho de que han sido elaborados en otra jurisdicción e ingresan a su 
territorio para su comercialización y en lugares distintos al previsto por el Sistema 
Nacional de Control de Alimentos, esto es, en las “bocas de expendio” en 
contravención al artículo 19 del Decreto 815/99, disposición que esta Corte ha 
considerado complementaria del artículo 3 de la ley 18284” –la negrita nos pertenece-. 
Para decidir la concesión de la medida cautelar, la Corte Suprema referenció la 
sentencia emitida por ella misma en la causa “Logística La Serenísima y otros c/ 
Mendoza, Provincia de  s/ acción declarativa de inconstitucionalidad”, de  09 de 
diciembre de 2015, en la que  declaró la inconstitucionalidad de los artículos de la ley 
6059 de la Provincia de Mendoza que habilitaban la fiscalización bromatológica e 
higiénico sanitaria de los productos lácteos al ingresar a la Provincia, indicando que 
dicho sistema normativo repugnaba al Decreto 815/99 en cuanto establece que la 
habilitación de los productos por parte de la autoridad sanitaria nacional permite su 
comercio en cualquier provincia, sin perjuicio del control que ésta pudiese realizar “en 
las bocas de expendio” –cfr. art 19 decreto 815/99- lo que implicaría limitar la 
posibilidad de control provincial solo al  local de ventas mayorista o minorista. 
De modo que, conforme a la línea jurisprudencia expuesta, el actual sistema de 
fiscalización agroalimentario en la Provincia de Neuquén aparentemente debería ser 
reorganizado a los efectos de que el mismo tipo de control que hoy ejecuta en los puntos 
de ingreso a la Provincia se traslade hacia las bocas de expendio mayoristas o 
minoristas, en cumplimiento del art 19 del Decreto 815/99 y  la jurisprudencia de la 
Corte Suprema. 
Una segunda línea de conflictos judiciales que a la fecha mantiene la Provincia de 
Neuquén se refiere al sistema normativo federal de protección del status sanitario de 
región libre de aftosa sin vacunación. Como ya indicáramos, el SENASA emitió  en su 
momento la Resolución 58/2001 mediante la cual declaró a la región Patagonia B –en la 
cual se encuentra la Provincia de Neuquén- como zona libre de aftosa sin vacunación, 
impidiendo el ingreso de carne de cerdo fresca desde el norte de la barrera sanitaria del 
Río Colorado. Ello produjo un doble efecto benéfico para la producción local: en primer 
lugar, habilitó importantes mercados internacionales al obtener el máximo status 
sanitario en el marco de la Organización Internacional de Epizootías, y en segundo 
lugar, permitió un desarrollo relevante de la producción porcina local  al configurarse 
esta barrera sanitaria a la vez, en una barrera comercial, que impedía el ingreso de cortes 
de cerdo desde el norte de la misma. 
Sin embargo, como también ya se indicó, mediante Resolución SENASA 626/16 se 
flexibilizó dicha barrera sanitaria, posibilitando el ingreso de carne de cerdo fresca sin 
hueso desde el norte de la misma. La alarma de los productores porcinos patagónicos 
fue inmediata, habida cuenta de que dicha medida ponía en peligro  las dos situaciones 
valiosas anteriormente indicadas. Dichos intereses fueron atendidos por los gobiernos 
provinciales, a punto tal que las provincias de Rio Negro, Neuquén y Chubut –cada una 
en forma individual- interpusieron acciones judiciales tendientes a invalidar el acto 
administrativo del SENASA que flexibilizaba la barrera sanitaria. El argumento 
fundamental utilizado, que fue de recibo por los juzgados federales competentes a los 
efectos de otorgar las medidas cautelares peticionadas, es que en la motivación de la 
resolución 626/2016 no se hizo mención alguna a los avances sanitarios que habrían 
ocurrido al norte de la barrera sanitaria que evidenciarían que se habría eliminado el 
riesgo sanitario y que, ahora, el ingreso de carne de cerdo fresco sin hueso no pondría 
en riesgo el status sanitario en el sur. A ello se sumó la invocación del principio 
precautorio que justamente en Europa se desarrolló tanto en el ámbito del derecho 
alimentario como en el ámbito del derecho ambiental, a los efectos de restringir 
medidas públicas o actos particulares que evidenciaran riesgos sanitarios. 
Frente a dichas demandas judiciales,  la justicia federal entendió reunidos los recaudos 
para una medida cautelar interina, pero en lugar de suspender los efectos del acto 
administrativo impugnado –que es la medida cautelar típica en el proceso contencioso 
administrativo- habilitó su mantenimiento sujetando el ingreso de la carne de cerdo 
fresca sin hueso y sus subproductos, al otorgamiento de un certificado veterinario 
internacional que, en aplicación del sistema de control previsto en los reglamentos de la 
Organización Internacional de Epizootias, indicara que no existía riesgo sanitario.19 
Al así decidir, el Poder Judicial  utilizó un criterio particular pues merituó la norma 
nacional a la luz del sistema normativo de la Organización Internacional de Epizootías, 
y aplicando el sistema previsto por este organismo internacional, entendió habilitado el 
ingreso del producto cárnico a la zona libre de aftosa sin vacunación proveniente de una 
zona libre de aftosa con vacunación, siempre que un científico veterinario indicara en 
19 “Santangelo Juan Carlos y otros c/ SENASA s/ amparo” Juzgado Federal de Neuquén,  23 de noviembre de 2016, 
confirmada por la Cámara Federal de Apelaciones de General Roca en fecha 16 de diciembre de 2016; y que luego 
fuera aplicada también en la causa “ Provincia de Neuquén c/ SENASA s/ amparo” en tramite ante el mismo Juzgado 
Federal de Neuquén en fecha 05 de diciembre de 2016. 
                                                        
cada caso concreto la inexistencia de riesgo luego de haber realizado los tests 
serológicos previstos en la normativa internacional. Si bien, como se dijo,  dichas 
proposiciones han sido realizadas en el marco de una resolución cautelar, resulta difícil 
avizorar que el juzgador se aparte de tales líneas de razonamiento al momento de dictar 
la sentencia final. 
Estos últimos fallos mencionados, relacionados con la aplicación del principio 
precautorio en materia de control bromatológico y sanidad animal, y la consecuente 
aplicación de normas técnicas internacionales para resolver una situación concreta 
planteada, evidencian la limitación que irán teniendo progresivamente las provincias en 
el ámbito del control bromatológico y de sanidad animal, derivadas especialmente del 
carácter técnico de la materia regulada como de la evolución jurídica nacional 
fuertemente tendiente a la centralización tanto de la regulación como de la actividad 
administrativa de control en distintas materias, entre ellas el agroalimentario y de 
sanidad animal. 
